
 

D I C T A M E N  1 4 6 / 2 0 2 0  

(Pleno) 

La Laguna, a 21 de mayo de 2020. 

Dictamen solicitado por el Excmo. Sr. Presidente del Parlamento de Canarias en 

relación con el Decreto-ley 9/2020, de 7 de mayo, de modificación del Decreto-

ley 6/2020, de 17 de abril, de medidas urgentes de carácter social dirigidas a 

las personas en situación de vulnerabilidad como consecuencia de la crisis 

sanitaria ocasionada por el COVID-19 (EXP. 187/2020 DL)*. 

F U N D A M E N T O S  

I 
Solicitud y preceptividad. 

1. El Excmo. Sr. Presidente del Parlamento, de conformidad con lo establecido 

en el art. 160.2 del Reglamento del Parlamento de Canarias (en adelante, RPC), 

solicita, mediante escrito de 14 de mayo de 2020, con entrada en este Organismo el 

15 de mayo siguiente, preceptivo Dictamen sobre el Decreto-Ley 9/2020 de 7 de 

mayo, de modificación del Decreto-ley 6/2020, de 17 de abril, de medidas urgentes 

de carácter social dirigidas a las personas en situación de vulnerabilidad como 

consecuencia de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19. 

El art. 160.2 RPC establece que, remitido por el Gobierno, con los antecedentes 

necesarios, un decreto-ley publicado, corresponde a la Mesa admitirlo a trámite, 

ordenar su publicación en el Boletín Oficial del Parlamento de Canarias, solicitar por 

parte de la Presidencia del Parlamento dictamen del Consejo Consultivo al amparo de 

lo dispuesto en el art. 58.1 letra b) del Estatuto de Autonomía de Canarias (EAC), 

reformado por la Ley Orgánica 1/2018, de 5 de noviembre, con señalamiento del 

plazo para su emisión, dentro de los diez días hábiles siguientes. 

                                                 
* Ponente: Sra. de León Marrero. 
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En el escrito por el que se recaba el presente Dictamen se fija hasta el día 22 de 

mayo de 2020 para su emisión, pese a que el plazo de diez días hábiles vence el día 

28. 

2. La preceptividad del Dictamen deriva, como se dijo, de lo dispuesto en el art. 

58.1 EAC, en el que se relacionan los asuntos sobre los que ha de dictaminar este 

Consejo Consultivo, cuyo apartado b) se refiere a los decretos-leyes sometidos a 

convalidación del Parlamento. 

3. La norma objeto del parecer de este Consejo fue promulgada como Decreto-

Ley 9/2020, de 7 de mayo, publicado en el Boletín Oficial de Canarias núm. 90, el 

vienes 8 de mayo de 2020. 

II 
Sobre los decretos-leyes autonómicos. 

Como venimos exponiendo desde que en nuestro Ordenamiento Jurídico se prevé 

esta específica fuente normativa, se introdujo ex novo por el nuevo Estatuto de 

2018, cuyo art. 46 dispone que el Gobierno, en caso de extraordinaria y urgente 

necesidad, podrá dictar normas de carácter provisional con rango de ley, que 

recibirán el nombre de decretos-leyes. 

Según ese precepto, los decretos-leyes deberán convalidarse por el Parlamento 

de Canarias en el plazo de treinta días naturales contados a partir de la fecha de su 

publicación, debiéndose convocar la Diputación Permanente si el Parlamento no 

estuviera constituido. 

Por expreso mandato estatutario, no pueden afectar a las leyes de presupuestos 

de la Comunidad, a las de las instituciones autonómicas, a las que requieran mayoría 

cualificada, ni a las que contengan la regulación esencial de los derechos 

establecidos en el EAC. 

Sobre tales normas el TC ha manifestado: 

«Este Tribunal ha considerado igualmente que, aunque la Constitución no lo prevea, nada 

impide que el legislador estatutario pueda atribuir al Gobierno de las Comunidades 

Autónomas la potestad de dictar normas provisionales con rango de ley que adopten la forma 

de decreto-ley, siempre que los límites formales y materiales a los que se encuentren 

sometidos sean, como mínimo, los mismos que la Constitución impone al decreto–ley estatal 

(SSTC 93/2015, de 14 de mayo, FFJJ 3 a 6; 104/2015 de 28 de mayo, FJ 4, y 38/2016, de 3 de 

marzo, FJ 2, entre otras). Ello implica que, para resolver la impugnación planteada frente al 

Decreto–Ley catalán 5/2017, debamos tomar en consideración la doctrina constitucional 
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relativa al artículo 86.1 CE, pues el artículo 64.1 EAC se refiere también a la “necesidad 

extraordinaria y urgente” como presupuesto habilitante para que el Gobierno pueda dictar 

“disposiciones legislativas provisionales bajo la forma de Decreto-ley”. 

En el examen de esta cuestión hemos de partir, asimismo, de la doctrina de la STC 

93/2015, de 14 de mayo, recogida en las SSTC 230/2015, de 5 de noviembre y 211/2016, de 

15 de diciembre. Allí señalamos que “un Estatuto de Autonomía no puede atribuir al Consejo 

de Gobierno autonómico poderes de legislación de urgencia que no estén sujetos, en lo que 

corresponda, a los límites consignados en el artículo 86.1 CE como garantía del principio 

democrático. En todo caso el Tribunal Constitucional podrá, aplicando directamente el 

parámetro constitucional ínsito en dicho principio, controlar la constitucionalidad de la 

legislación de urgencia que pueda adoptar el citado Consejo de Gobierno” (STC 93/2015, FJ 

5)». STC n.º 105/2018, de 4 octubre (FJ 3). 

De lo anterior se deprende, por tanto, que son varios los ámbitos a los que este 

Consejo se ha de ceñir para -una vez expuesto su objeto, estructura y justificación- 

verificar la adecuación de los decretos-leyes sobre los que se nos solicite parecer a su 

parámetro de adecuación; esto es, en primer lugar, sobre la competencia de la 

Comunidad para regular la materia objeto del presente DL (en adelante DL 9/2020), a 

continuación, su procedimiento de elaboración, seguidamente, su presupuesto 

habilitante, es decir, la concurrencia de la extraordinaria y urgente necesidad que 

permite dictar esta especial fuente normativa y, por último, su ámbito material y su 

contenido. 

III 
Sobre el objeto, estructura y justificación del Decreto-Ley que se dictamina. 

1. La emergencia de salud pública ocasionada por el COVID-19 motivó que el 

Gobierno de España, mediante el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, declarara 

el estado de alarma en todo el territorio nacional para la gestión de la situación de 

crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, que ha venido siendo prorrogado, previa 

autorización del Congreso, hasta, al menos, el 24 de mayo próximo (Real Decreto 

514/2020, de 8 de mayo, por el que se prorroga el estado de alarma declarado por el 

Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma 

para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19). 

Además de las medidas tomadas a nivel estatal, se adoptaron por el Gobierno de 

Canarias con carácter urgente distintas medidas para paliar el impacto que esta 

situación de emergencia produce en la economía, entre ellas la aprobación del 
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Decreto-Ley 6/2020, de 17 de abril, de medidas urgentes de carácter social dirigidas 

a las personas en situación de vulnerabilidad como consecuencia de la crisis sanitaria 

ocasionada por el COVID-19, que tiene como objeto tres grandes medidas concretas 

dirigidas a paliar el impacto social en la ciudadanía, así como a atender situaciones 

de extrema vulnerabilidad social como consecuencia de la emergencia de salud 

pública ocasionada por el COVID-19: crear con carácter excepcional un ingreso 

canario de emergencia (ICE), ampliar la cobertura de la Prestación Canaria de 

Inserción (PCI) y, por último, establecer una moratoria de la deuda arrendaticia para 

las personas adjudicatarias de viviendas protegidas, en la que la Comunidad 

Autónoma de Canarias actúa como entidad arrendadora. 

Estas nuevas medidas se justifican en la perturbación evidente que en la 

economía española producen las restricciones impuestas en la libre circulación de las 

personas para evitar la propagación del virus y contener la enfermedad. En este 

contexto, se da prioridad a proteger y dar soporte al conjunto de la ciudadanía, pero 

especialmente a quienes son más vulnerables, con medidas que tratan de minimizar 

el impacto económico y social en las personas con menos recursos. 

Tras la aprobación del DL 6/2020, según la exposición de motivos de este DL 

9/2020, se han detectado dos errores: 

Uno en relación con la comprobación de la carencia de los recursos en la 

tramitación de las solicitudes de la PCI, ya que se ha de estar a lo dispuesto en el 

apartado 2º del art. 7.1 de la Ley 1/2007, de 17 de enero, por la que se regula la 

Prestación Canaria de Inserción (en concordancia con lo dispuesto en el artículo 8 de 

la misma Ley que regula dicha prestación), y no a lo dispuesto en el art. 3 del 

Decreto ley 6/2020, de 17 de abril, que resulta más restrictivo y contrario al espíritu 

que anima la norma de urgencia, a fin de flexibilizar los requisitos para la concesión 

favorable de las prestaciones de la PCI por las actuales circunstancias derivadas de la 

pandemia del COVID-19. Por ello, se procede a modificar los apartados 1 y 2 del art. 

11 del Decreto Ley 6/2020, de 17 de abril, dando otro contenido, en concreto a su 

letra d), a los efectos de evitar los perjuicios que la regulación contenida en el 

mismo podría ocasionar en la resolución de las solicitudes de la PCI y derivando la 

comprobación de la suficiencia económica de las solicitudes no resueltas a lo que 

dispone el Reglamento de la PCI. Así, de conformidad con la modificación de dichos 

apartados, para la determinación de los requisitos y carencia de los recursos 

económicos se estará a lo dispuesto en el art. 7.1.2º y art. 8 de la Ley de la PCI en 

concordancia con los arts. 9 y 10 del Reglamento que la desarrolla, en la redacción 
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dada por el Decreto 153/2017, de 8 de mayo, respetando el carácter complementario 

y subsidiario de la ayuda en los términos establecidos en los arts. 6 de la Ley y 7 de 

su Reglamento. 

El otro error detectado es el reenvío normativo efectuado en el art. 6 del 

Decreto-Ley, pues la remisión que se hace al art. 15 debe ser hecha al art. 14 y, por 

ello, para mayor seguridad jurídica de la norma, se procede a dar nueva redacción al 

citado art. 6. 

2. Dado lo concreto de su objeto, el Decreto-Ley consta de un único artículo que 

modifica, en dos apartados, uno para cada precepto, los arts. 6 y 11, apartados 1 y 2, 

del Decreto-Ley 6/2020, de 17 de abril, a los solos efectos de salvar las 

contradicciones y errores señalados, así como de una también única disposición final, 

que dispone su entrada en vigor el mismo día de su publicación en el Boletín Oficial 

de Canarias. 

3. La Exposición de Motivos del DL 6/2020 justificaba su aprobación por la 

necesidad de adoptar medidas dirigidas a proteger a los colectivos más vulnerables, a 

consecuencia de la situación de emergencia sanitaria y social originada por el COVID-

19 y la declaración del estado de alarma en los términos ya descritos. 

En el objeto del presente DL está su justificación: la rectificación de 

determinadas incoherencias y errores del DL 6/2020 en relación a la flexibilización de 

la PCI, que a su vez se justificaba en la situación de extrema necesidad que se iba a 

derivar de los efectos de la declaración del estado de alarma y sus prórrogas, y que, 

como consecuencia de éste, supondría para las familias y demás unidades de 

convivencia la pérdida del empleo o dificultades a la obtención de rentas 

alternativas, o por destinar mayor tiempo a los cuidados de menores a su cargo o de 

personas mayores en el mismo espacio habitacional. 

4. Se insiste en manifestar que no es precisa la alusión a los principios de buena 

regulación, como hemos expuesto desde el Dictamen 40/2019, de 4 de febrero de 

2019, por lo menos como exigencia de la legislación básica estatal, pues tales 

principios contenidos en el art. 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 

Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, de acuerdo 

con lo señalado por el Tribunal Constitucional en su Sentencia 55/2018, de 24 de 

mayo (FJ 7), únicamente resultan aplicables en cuanto tales como mandatos directos 

impuestos por la normativa estatal al ejercicio de la potestad reglamentaria por 

parte de los gobiernos autonómicos, no a la iniciativa legislativa y menos aún, por 
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razones obvias, al ejercicio de esta potestad extraordinaria en la que se incardinan 

los decretos-leyes autonómicos. 

No obstante, los principios generales del Derecho informan todo el ordenamiento 

jurídico, y por ello, obviamente se pueden invocar cuando el Gobierno ejerce esta 

potestad de dictar normas con rango de Ley. 

IV 
Competencia de la Comunidad Autónoma. 

1. Como manifestamos con ocasión de dictaminar el DL 6/2020 (DCC 103/2020, 

de 8 de mayo), la Prestación Canaria de Inserción se enmarca dentro de la 

competencia sobre servicios sociales, aunque también, porque regula uno especial 

para su tramitación, en materia de procedimientos administrativos. 

Así, por lo que respecta a la delimitación de conceptos de asistencia social y 

servicios sociales, el Tribunal Constitucional ha venido entendiendo la asistencia 

social como acciones y técnicas externas al sistema de Seguridad Social al margen de 

toda obligación contributiva (STC 76/1986). La STC 239/2002, de 11 de diciembre, 

permite que las CCAA, con sus presupuestos, complementen las pensiones no 

contributivas de vejez e invalidez en su territorio. 

Desde la perspectiva competencial, el presente DL 9/2020 se ampara en el art. 

142.1.a) EAC, que atribuye a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en 

materia de servicios sociales, que incluye, en todo caso, la regulación y la ordenación 

de los servicios sociales, las prestaciones técnicas y económicas con finalidad 

asistencial o complementaria de otros sistemas de previsión pública, así como de los 

planes y los programas específicos dirigidos a personas y colectivos en situación de 

pobreza o de necesidad social. 

A este respecto, el Tribunal Constitucional en su sentencia 239/2002, de 11 de 

diciembre, señala lo siguiente: 

«De nuestra doctrina se desprende, por consiguiente, una triple apreciación. En primer 

lugar, que la noción de nuestro Derecho positivo en el momento de aprobarse la Constitución 

acerca del Régimen de Seguridad Social se sustentaba en la cobertura de riesgos de carácter 

contributivo, no incluyendo en su ámbito la atención a otras situaciones de necesidad. En 

segundo lugar, que el Sistema de Seguridad Social, al configurarse como una función de 

Estado, permite incluir en su ámbito no sólo a las prestaciones de carácter contributivo, sino 

también a las no contributivas. Y en tercer lugar, que el art. 41 CE hace un llamamiento a 
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todos los poderes públicos para que subvengan a paliar estas situaciones de necesidad, lo que 

ha de ser realizado por dichos poderes públicos en el ámbito de sus respectivas competencias. 

(...) 

Asimismo, debe recordarse que en relación con la noción material de “asistencia social” 

hemos declarado que “no está precisada en el Texto constitucional, por lo que ha de 

entenderse remitida a conceptos elaborados en el plano de la legislación general, que no han 

dejado de ser tenidos en cuenta por el constituyente. De la legislación vigente se deduce la 

existencia de una asistencia social externa al Sistema de Seguridad Social y no integrada en 

él, a la que ha de entenderse hecha la remisión contenida en el art. 148.1. 20 de la CE, y, por 

tanto, competencia posible de las Comunidades Autónomas (...) Esta asistencia social aparece 

como un mecanismo protector de situaciones de necesidad específicas, sentidas por grupos de 

población a los que no alcanza aquel sistema y que opera mediante técnicas distintas de las 

propias de la Seguridad Social. En el momento actual -con independencia de que la evolución 

del Sistema de Seguridad Social pueda ir en la misma dirección- es característica de la 

asistencia social su sostenimiento al margen de toda obligación contributiva o previa 

colaboración económica de los destinatarios o beneficiarios” (STC 76/1986, de 5 de junio, FJ 

7). 

Es claro, por todo lo expuesto, que tanto las actuaciones de la Seguridad Social como las 

de Asistencia Social persiguen la atención de situaciones de necesidad, si bien, desde una 

perspectiva histórica que condiciona las primeras a la previa contribución de sus beneficiarios 

y no así a las de Asistencia Social. 

En todo caso, como ya dijimos en el pronunciamiento reproducido de la STC 76/1986, FJ 

7, resulta legítimo constitucionalmente que la Seguridad Social, en cuanto función de Estado 

destinada a cubrir las situaciones de necesidad que puedan generarse, incluya en su seno 

prestaciones de naturaleza no contributiva. Pero ello no abona que tal expansión sobre el 

alcance que dicha materia tenía al aprobarse la Constitución merme o restrinja el ámbito 

propio de la “asistencia social”, pues esta tendencia, que, de profundizarse, incluso podría 

determinar el vaciamiento de esta última materia, con el consiguiente menoscabo de las 

competencias autonómicas, no ha sido querida por el constituyente, en la medida en que 

atribuye el apoyo a las situaciones de necesidad a todos los poderes públicos, de manera que 

cada cual actúe en su respectivo ámbito de competencias. Y ello, como antes afirmábamos, 

“con independencia de que el sistema de Seguridad Social pueda ir en la misma dirección” 

[STC 76/1987 (sic), FJ 7] que la llamada “asistencia social”. De este modo, una interpretación 

del art. 41 CE en el marco del bloque de constitucionalidad, permite inferir la existencia de 

una asistencia social “interna” al sistema de Seguridad Social y otra “externa” de 

competencia exclusiva de las Comunidades Autónomas. 
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6. De cuanto hemos venido exponiendo hasta ahora se deduce que el art. 41 CE, como 

antes recordábamos, consagra un sistema de protección social encomendado a los poderes 

públicos que tiene como eje fundamental, aunque no único, al Sistema de Seguridad Social de 

carácter imperativo, el cual coexiste con otros complementarios. De aquí la neutralidad del 

precepto desde la perspectiva de la distribución de competencias, puesto que si el sistema de 

Seguridad Social debe tener en cuenta, para el reparto de competencias en su seno, las que, 

respectivamente, correspondan al Estado y a las Comunidades Autónomas en dicha materia, 

también los restantes segmentos de protección social que no se incluyen en aquél sistema 

reconducen a la distribución de competencias que resulte propia de la medida de protección 

social implicada en cada caso. 

(...) 

7. Llegados a este punto, (...) podemos afirmar que nada impediría desde la perspectiva 

de la legitimidad constitucional, que las Comunidades Autónomas con competencia en 

materia de “asistencia social” otorgasen ayudas de esta naturaleza a colectivos de personas 

que, aun percibiendo prestaciones asistenciales del Sistema de Seguridad Social, se 

encontraran en situación de necesidad, siempre que con dicho otorgamiento no se produzca 

una modificación o perturbación de dicho Sistema o de su régimen económico. 

En definitiva, es una exigencia del Estado Social de Derecho (art. 1 CE) que quienes no 

tengan cubiertas sus necesidades mínimas por la modalidad no contributiva del Sistema de la 

Seguridad Social puedan acceder a otros beneficios o ayudas de carácter o naturaleza 

diferente, habida cuenta de que esta zona asistencial interna al Sistema coincide con el título 

competencial del art. 148.1.20 CE. Esta confluencia no puede impedir a las Comunidades 

Autónomas que actúen en esta franja común cuando ostentan título competencial suficiente, 

máxime si se considera que, en determinadas coyunturas económicas, el ámbito de 

protección de la Seguridad Social pudiera conllevar limitaciones asistenciales y prestacionales 

que, por ello, precisen de complementación con otras fuentes para asegurar el principio de 

suficiencia al que alude el art. 41 CE. Ahora bien, tal posibilidad de actuación por parte de 

las Comunidades Autónomas, referida a esta zona asistencial, exige que la Comunidad 

Autónoma aprecie una situación real de necesidad en la población beneficiaria de las ayudas 

asistenciales de la Seguridad Social y, además, encuentra su límite en que la actividad 

prestacional no interfiera ni en el régimen jurídico básico de la Seguridad Social, ni en la de 

su régimen económico (art. 149.1.17 CE)». 

En esa línea, este Consejo Consultivo ha manifestado en relación con la 

competencia en «asistencia social» (DCCC 49/2020 y 52/2017 entre otros) que: 

«La Comunidad Autónoma de Canarias posee competencia exclusiva sobre la materia 

“asistencia social” según el art. 30.13 del Estatuto de Autonomía (actual 142 EAC). Esta 

materia incluye la regulación de ayudas económicas públicas, periódicas o puntuales, a 

personas que se encuentren en situación de necesidad. El hecho de que sean justamente 
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pensiones asistenciales permite concluir que no se invade la competencia exclusiva del Estado 

ex art. 149.1. 17 de la Constitución, porque su financiación es a cargo exclusivamente de los 

presupuestos autonómicos, es decir, no interfieren ni quebrantan el régimen económico 

unitario de la Seguridad Social. 

La autonomía financiera de la Comunidad Autónoma, que sobre todo es de gasto, 

“implica plena disposición de medios financieros para poder ejercer, sin condicionamientos 

indebidos y en toda su extensión, las funciones que legalmente les han sido encomendadas” 

(STC 48/2004, de 25 de marzo). Tal circunstancia y el carácter exclusivo de la competencia 

autonómica permite a esta Comunidad establecer una política de asistencia social propia y, 

por ende, la posibilidad de diseñar su regulación legislativa que la plasma, en los términos 

contemplados en la STC 239/2002, de 11 de diciembre. 

La citada STC 239/2002 reconoce que los “salarios mínimos de inserción” que han sido 

objeto de regulación por las Comunidades Autónomas al amparo de sus competencias en 

materia de asistencia social y servicios sociales se pueden percibir como ayudas de asistencia 

social, no incluidas en el Sistema de Seguridad Social, por personas que efectivamente 

reciban pensiones propias de este Sistema. 

Además, la citada resolución del Alto Tribunal señala que nada impide desde la 

perspectiva de la legitimidad constitucional, que las Comunidades con competencia en 

materia de asistencia social otorguen ayudas de esta naturaleza a colectivos de personas que, 

aun percibiendo prestaciones asistenciales del Sistema de Seguridad Social la Comunidad 

Autónoma, se encuentren en situaciones de necesidad, siempre que no se produzca 

modificación o perturbación de dicho Sistema, o de su Régimen económico (...)». 

2. Además, como se dijo, el DL 6/2020 que ahora se modifica a través del DL 

9/2020, también regula el procedimiento administrativo a través del cual solicitar, 

tramitar y, en su caso, conceder el ICE. 

El art. 149.1.18 CE reserva al Estado la competencia sobre las bases del 

procedimiento administrativo común, sin perjuicio de las especialidades derivadas de 

la organización propia de las Comunidades Autónomas. 

La Exposición de Motivos de la Ley 39/15 nos dice que: «(...) con esta nueva 

regulación no se agotan las competencias estatales y autonómicas para establecer 

especialidades “ratione materiae” o para concretar ciertos extremos, como el órgano 

competente para resolver, sino que su carácter de común resulta de su aplicación a todas las 

Administraciones Públicas y respecto a todas sus actuaciones. Así lo ha venido reconociendo 

el Tribunal Constitucional en su jurisprudencia, al considerar que la regulación del 

procedimiento administrativo común por el Estado no obsta a que las Comunidades 

Autónomas dicten las normas de procedimiento necesarias para la aplicación de su Derecho 
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sustantivo, siempre que se respeten las reglas que, por ser competencia exclusiva del Estado, 

integran el concepto de Procedimiento Administrativo Común con carácter básico». 

Por su parte, el art. 106 EAC, relativo al régimen jurídico, procedimiento, 

contratación, expropiación y responsabilidad de las administraciones públicas 

canarias, atribuye a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia en materia 

de régimen jurídico y procedimiento de las administraciones públicas canarias, que 

incluye, en todo caso, en lo que ahora interesa, la aprobación de las normas de 

procedimiento administrativo que deriven de las particularidades del derecho 

sustantivo de Canarias o de las especialidades de la organización de la Administración 

Pública canaria -apartado 1, c)-, así como el procedimiento administrativo común -

apartado 2, a)-. 

La jurisprudencia constitucional ha venido delimitando dicho concepto de 

procedimiento administrativo común: La STC 166/2014, de 22 de octubre afirma que 

«De esta delimitación de la competencia aquí concernida pueden extraerse ya las 

siguientes conclusiones: 

a) En primer lugar, que el diseño del “procedimiento administrativo común”, 

esto es, de esa estructura general del íter procedimental a que deben ajustarse todas 

las Administraciones públicas en todos sus procedimientos (STC 227/1988) es 

competencia exclusiva del Estado. 

b) En segundo lugar, y derivado de lo anterior, que en esa tarea el Estado goza de 

libertad, pues con respeto a los principios que la propia Constitución le impone, 

como pueden ser el acatamiento de las garantías del art. 24.2 CE en la regulación del 

procedimiento administrativo sancionador (por todas, STC 18/1981, de 8 de junio), la 

eficacia de la Administración ex art. 103.1 CE, o la garantía de la audiencia del 

interesado “cuando proceda” de acuerdo con el art. 105 c) CE, aquél puede optar por 

varios modelos posibles. 

c) En tercer lugar, que la titularidad de la competencia impuesta por el art. 

149.1.18 CE hace que esa valoración corresponda hacerla única y exclusivamente al 

Estado, y que su resultado solamente pueda verse constreñido por el respeto a las 

competencias asumidas por las Comunidades Autónomas. Así, es claro que el Estado 

no puede interferir en la organización interna de éstas, señalando los órganos 

competentes para determinados trámites como por ejemplo la presentación de 

solicitudes (STC 190/2000, de 13 de julio, FJ 11 a)] o imponiendo órganos estatales 

de control frente a los propios de las Comunidades Autónomas, como pueden ser el 

Consejo de Estado (STC 204/1992, de 26 de noviembre, FJ 5) o la Intervención 
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General del Estado (SSTC 150/2012, de 5 de julio, FJ 11, y 130/2013, de 4 de junio, 

FJ 12), ni tampoco regular un concreto modo de ejercer las competencias 

autonómicas (STC 36/1994, de 10 de febrero, FJ 6) o, en general, establecer una 

regla competencial “específica en la materia” (STC 94/2013, de 23 de abril, FJ 6), 

pues lo que sí tienen éstas reservado es la regulación de las “normas ordinarias de 

tramitación” del procedimiento [SSTC 175/2003, de 30 de septiembre, FJ 10 c), y 

126/2002, de 20 de mayo, FJ 10 a)]. Pero fuera de estos límites impuestos, como 

decimos, por las competencias específicas y propias de las Comunidades Autónomas, 

el Estado tiene competencia para establecer las normas del procedimiento 

administrativo que aseguren un tratamiento común de todos los administrados en los 

aspectos más importantes de sus relaciones con las distintas Administraciones 

públicas. 

d) Y en último lugar, que naturalmente los procedimientos especiales por razón 

de la materia que regulen las Comunidades Autónomas de acuerdo con sus 

competencias deben siempre “respetar” ese modelo o estructura general definidos 

por el Estado (así, entre otras, SSTC 188/2001, de 20 de septiembre, FJ 11; 

178/2011, de 8 de noviembre, FJ 7 y 150/2012, de 5 de julio, FJ 9), pues de otro 

modo éste no cumpliría su función de ser el procedimiento administrativo “común”». 

Sin embargo, respecto a los procedimientos especiales ratione materiae, el 

Tribunal Constitucional ha afirmado que son objeto de una competencia conexa a la 

competencia sustantiva sobre el correspondiente ámbito material. El Tribunal se 

pronuncia sobre esta cuestión en los términos que siguen: 

«La Constitución no reserva en exclusiva al Estado la regulación de los procedimientos 

administrativos especiales. Antes bien, hay que entender que ésta es una competencia conexa 

a las que, respectivamente, el Estado o las Comunidades Autónomas ostentan para la 

regulación del régimen sustantivo de cada actividad o servicio de la Administración. (...) En 

consecuencia, cuando la competencia legislativa sobre la materia ha sido atribuida a una 

Comunidad Autónoma, a ésta cumple también la aprobación de las normas de procedimiento 

administrativo destinadas a ejecutarla, si bien deberán respetarse las reglas del 

procedimiento establecidas en la legislación del Estado dentro del ámbito de sus 

competencias» (STC 166/2014, FJ 4). 

Nuestra doctrina al respecto está recogida en el Dictamen 164/2009, de 13 de 

abril: 
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«El Estatuto de Autonomía de Canarias, por un lado, atribuye competencia exclusiva a 

esta Comunidad Autónoma en relación con “el procedimiento administrativo derivado de las 

especialidades de la organización propia” (art. 30.30 EAC). 

Canarias ostenta, por ello, la potestad normativa para regular en el ámbito de su 

territorio y conforme con los principios y reglas de la normativa aplicable cualquier 

procedimiento relativo a materias asumidas con carácter exclusivo mediante ley o a través de 

reglamento. Y competencia de desarrollo legislativo y la ejecución en materia de normas de 

procedimiento administrativo, económico-administrativo y fiscal que se deriven de las 

especialidades del régimen económico y fiscal de Canarias (art. 32.14). 

En consecuencia, tanto el Estado como las Comunidad Autónoma de Canarias ostentan 

competencias concurrentes en materia de procedimientos administrativos. Pero ello no agota 

la competencia de la Comunidad Autónoma de Canarias para establecer determinadas 

especialidades en los procedimientos siempre que se respeten los criterios básicos, límites y 

garantías, tal como señala -entre otras- la STC 227/1988, de 21 de noviembre)». 

La competencia estatal relativa al «procedimiento administrativo común» [art. 

149.1.18 CE (RCL 1978, 2836)] habilita para llevar a cabo una regulación general del 

«procedimiento, entendido en sentido estricto»: «iniciación, ordenación, 

instrucción, terminación, ejecución, términos y plazos, recepción y registro de 

documentos» [STC 50/1999, de 6 de abril (RTC 1999, 50), FJ 3] y de otras normas no 

estrictamente procedimentales, como las que «prescriben la forma de elaboración, 

los requisitos de validez y eficacia, los modos de revisión y los medios de ejecución 

de los actos administrativos, incluyendo señaladamente las garantías generales de 

los particulares en el seno del procedimiento» [STC 227/1988, de 29 de noviembre 

(RTC 1988, 227), FJ 32]. Las normas de procedimiento administrativo común vinculan 

a las comunidades autónomas, que habrán de ajustar a ellas la disciplina de sus 

procedimientos administrativos especiales, esto es, de los procedimientos relativos a 

las materias de competencia autonómica. 

En fin, en la STC 110/2018, de 17 octubre, el Alto Tribunal afirma: 

«Los artículos 1.2 y 129.4, párrafo segundo, de la Ley 39/2015 no excluyen la 

competencia autonómica para regular trámites de procedimiento administrativo especial en 

el marco del procedimiento común. Antes bien, condicionan su ejercicio a fin de promover el 

“tratamiento asimismo común de los administrados ante todas las Administraciones Públicas” 

[SSTC 55/2018, FJ 9 b), y 227/1988, FJ 27]. (...) . El preámbulo de la ley razona sobre el 

alcance de esta competencia: “Con esta nueva regulación no se agotan las competencias 

estatales y autonómicas para establecer especialidades ratione materiae o para concretar 

ciertos extremos, como el órgano competente para resolver, sino que su carácter de común 

resulta de su aplicación a todas las Administraciones públicas y respecto a todas sus 
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actuaciones. Así lo ha venido reconociendo el Tribunal Constitucional en su jurisprudencia, al 

considerar que la regulación del procedimiento administrativo común por el Estado no obsta a 

que las Comunidades Autónomas dicten las normas de procedimiento necesarias para la 

aplicación de su Derecho sustantivo, siempre que se respeten las reglas que, por ser 

competencia exclusiva del Estado, integran el concepto de procedimiento administrativo 

común con carácter básico”». 

3. En suma, la Comunidad Autónoma ostenta títulos habilitantes suficientes para 

regular las materias competenciales que son objeto del presente Decreto-Ley. 

V 
Sobre la tramitación de los decretos-leyes. 

1. Como hemos razonado en los dictámenes en los que hemos analizado estas 

específicas normas, la aprobación del nuevo Estatuto de Autonomía supuso un gran 

vacío legal en torno a los decretos-leyes como nueva fuente del Ordenamiento 

Jurídico canario -especialmente significativa en cuanto al procedimiento de 

tramitación del decreto-ley-, laguna que, no obstante, se va colmando poco a poco, 

siendo posible -mientras tanto- completarla acudiendo a la cláusula de supletoriedad 

del art. 149.3 CE y a la analogía prevista en el art. 4.1 del Código Civil. 

Así, por una parte, la Ley estatal 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno 

(LG), en su art. 26, relativo al procedimiento de elaboración de normas con rango de 

Ley y reglamentos, establece, en su apartado 11, que lo dispuesto en ese artículo y 

en el siguiente no será de aplicación para la tramitación y aprobación de decretos-

leyes, a excepción de la elaboración de la memoria prevista en el apartado 3, con 

carácter abreviado, y lo establecido en los números 1, 8, 9 y 10. 

Es decir, la elaboración de los decretos-leyes debe ajustarse al siguiente 

procedimiento: 

1. Su redacción estará precedida de cuantos estudios y consultas se estimen 

convenientes para garantizar el acierto y la legalidad de la norma. 

3. El centro directivo competente elaborará con carácter preceptivo una 

Memoria del Análisis de Impacto Normativo, que deberá contener los siguientes 

apartados: 

a) Oportunidad de la propuesta y alternativas de regulación estudiadas, lo que 

deberá incluir una justificación de la necesidad de la nueva norma frente a la 

alternativa de no aprobar ninguna regulación. 
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b) Contenido y análisis jurídico, con referencia al Derecho nacional y de la Unión 

Europea, que incluirá el listado pormenorizado de las normas que quedarán 

derogadas como consecuencia de la entrada en vigor de la norma. 

c) Análisis sobre la adecuación de la norma propuesta al orden de distribución de 

competencias. 

d) Impacto económico y presupuestario, que evaluará las consecuencias de su 

aplicación sobre los sectores, colectivos o agentes afectados por la norma, incluido el 

efecto sobre la competencia, la unidad de mercado y la competitividad y su encaje 

con la legislación vigente en cada momento sobre estas materias. Este análisis 

incluirá la realización del test Pyme de acuerdo con la práctica de la Comisión 

Europea. 

e) Asimismo, se identificarán las cargas administrativas que conlleva la 

propuesta, se cuantificará el coste de su cumplimiento para la Administración y para 

los obligados a soportarlas con especial referencia al impacto sobre las pequeñas y 

medianas empresas. 

f) Impacto por razón de género, que analizará y valorará los resultados que se 

puedan seguir de la aprobación de la norma desde la perspectiva de la eliminación de 

desigualdades y de su contribución a la consecución de los objetivos de igualdad de 

oportunidades y de trato entre mujeres y hombres, a partir de los indicadores de 

situación de partida, de previsión de resultados y de previsión de impacto. 

g) Un resumen de las principales aportaciones recibidas en el trámite de consulta 

pública regulado en el apartado 2. 

La Memoria del Análisis de Impacto Normativo incluirá cualquier otro extremo 

que pudiera ser relevante a criterio del órgano proponente. 

8. Cumplidos los trámites anteriores, la propuesta se someterá a la Comisión 

General de Secretarios de Estado y Subsecretarios y se elevará al Consejo de 

Ministros para su aprobación. 

9. El Ministerio de la Presidencia, con el objeto de asegurar la coordinación y la 

calidad de la actividad normativa del Gobierno analizará los siguientes aspectos: 

a) La calidad técnica y el rango de la propuesta normativa. 

b) La congruencia de la iniciativa con el resto del ordenamiento jurídico, 

nacional y de la Unión Europea, con otras que se estén elaborando en los distintos 
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Ministerios o que vayan a hacerlo de acuerdo con el Plan Anual Normativo, así como 

con las que se estén tramitando en las Cortes Generales. 

c) La necesidad de incluir la derogación expresa de otras normas, así como de 

refundir en la nueva otras existentes en el mismo ámbito. 

d) El contenido preceptivo de la Memoria del Análisis de Impacto Normativo y, en 

particular, la inclusión de una sistemática de evaluación posterior de la aplicación de 

la norma cuando fuere preceptivo. 

e) El cumplimiento de los principios y reglas establecidos en este Título. 

f) El cumplimiento o congruencia de la iniciativa con los proyectos de reducción 

de cargas administrativas o buena regulación que se hayan aprobado en disposiciones 

o acuerdos de carácter general para la Administración General del Estado. 

g) La posible extralimitación de la iniciativa normativa respecto del contenido de 

la norma comunitaria que se trasponga al derecho interno. 

10. Se conservarán en el correspondiente expediente administrativo, en formato 

electrónico, la Memoria del Análisis de Impacto Normativo, los informes y dictámenes 

recabados para su tramitación, así como todos los estudios y consultas emitidas y 

demás actuaciones practicadas. 

Por otra parte, analógicamente también es de aplicación el art. 44 de la Ley 

1/1983, de 14 de abril, del Gobierno y de la Administración Pública de la Comunidad 

Autónoma de Canarias, relativo a la elaboración de disposiciones de carácter general 

y los anteproyectos de Ley, y el Decreto 15/2016, 11 marzo, del Presidente, por el 

que se establecen las normas internas para la elaboración y tramitación de las 

iniciativas normativas del Gobierno y se aprueban las directrices sobre su forma y 

estructura. 

2. Trasladada esa tramitación al presente caso, el presente DL debería estar 

precedido al menos de: 

- Oportunidad de la propuesta y alternativas de regulación estudiadas, lo que 

deberá incluir una justificación de la necesidad de la nueva norma frente a la 

alternativa de no aprobar ninguna regulación. 

- Análisis sobre la adecuación de la norma propuesta al orden de distribución de 

competencias. 

- Impacto económico y presupuestario. 
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- Identificación de las cargas administrativas que conlleva la propuesta, se 

cuantificará el coste de su cumplimiento para la Administración y para los obligados a 

soportarlas con especial referencia al impacto sobre las pequeñas y medianas 

empresas. 

- Impacto por razón de género. 

- Sometimiento a la Comisión Preparatoria de Asuntos del Gobierno. 

- Análisis de los siguientes aspectos: 

- La calidad técnica y el rango de la propuesta normativa. 

- La congruencia de la iniciativa con el resto del ordenamiento jurídico, nacional 

y de la Unión Europea, con otras que se estén elaborando en los distintos Ministerios 

o que vayan a hacerlo de acuerdo con el Plan Anual Normativo, así como con las que 

se estén tramitando en las Cortes Generales. 

- El contenido preceptivo de la Memoria del Análisis de Impacto Normativo y, en 

particular, la inclusión de una sistemática de evaluación posterior de la aplicación de 

la norma cuando fuere preceptivo. 

- El cumplimiento o congruencia de la iniciativa con los proyectos de reducción 

de cargas administrativas o buena regulación que se hayan aprobado en disposiciones 

o acuerdos de carácter general para la Administración canaria. 

3. Como antecedente que acompaña a la solicitud de Dictamen se encuentra el 

Informe de iniciativa normativa donde se analiza el impacto normativo de la 

oportunidad y conveniencia del Decreto-Ley suscrito por la Titular de la Consejería 

de Derechos Sociales, Igualdad, Diversidad y Juventud, informe en el que se contiene 

la justificación de la iniciativa normativa, el análisis de la misma, la memoria 

económica, la justificación de haberse prescindido de las consultas públicas por la 

naturaleza y características de la disposición proyectada, el informe de impacto de 

género, el informe sobre el impacto empresarial, el análisis de impacto en la infancia 

y en la adolescencia y, finalmente, el análisis de impacto sobre la familia. 

También se acompaña el certificado del Secretario del Gobierno sobre el acuerdo 

adoptado por el Gobierno, aprobando el Decreto-Ley, que a su vez hace referencia, 

aunque no obra en el expediente remitido, al informe de la Comisión preparatoria de 

asuntos de Gobierno del día 5 de mayo de 2020. 
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VI 
Sobre el presupuesto habilitante. 

1. Como se sabe, la aprobación de decretos-leyes está sujeta a la existencia de 

un presupuesto habilitante, que es su extraordinaria y urgente necesidad. 

El Tribunal Constitucional, en su STC 152/2017 de 21 diciembre (FJ 3), ha 

mantenido que: 

«(...) los términos “extraordinaria y urgente necesidad” no constituyen “en modo alguno 

una cláusula o expresión vacía de significado dentro de la cual el lógico margen de 

apreciación política del Gobierno se mueva libremente sin restricción alguna, sino, por el 

contrario, la constatación de un límite jurídico a la actuación mediante decretos-leyes, razón 

por la cual, este Tribunal puede, en supuestos de uso abusivo o arbitrario, rechazar la 

definición que los órganos políticos hagan de una situación determinada como de 

`extraordinaria y urgente necesidad´ y, en consecuencia, declarar la inconstitucionalidad por 

inexistencia del presupuesto habilitante (SSTC 100/2012, de 8 de mayo (RTC 2012, 100), FJ 8; 

237/2012, de 13 de diciembre (RTC 2012, 237), FJ 4, y 39/2013, de 14 de febrero (RTC 2013, 

39), FJ 5, entre otras)” (STC 12/2015, de 5 de febrero (RTC 2015, 12), FJ 3)». 

En esta misma STC 12/2015, de 5 de febrero a la que se refiere la STC 152/2017 

antes citada, se afirma: 

«“la apreciación de la concurrencia de la extraordinaria y urgente necesidad constituye 

un juicio político que corresponde efectuar al Gobierno (titular constitucional de la potestad 

legislativa de urgencia) y al Congreso (titular de la potestad de convalidar, derogar o tramitar 

el texto como proyecto de ley). El Tribunal controla que ese juicio político no desborde los 

límites de lo manifiestamente razonable, pero `el control jurídico de este requisito no debe 

suplantar a los órganos constitucionales que intervienen en la aprobación y convalidación de 

los Reales Decretos-Leyes´ ( SSTC 332/2005, de 15 de diciembre (RTC 2005, 332), FJ 5, y 

1/2012, de 13 de enero (RTC 2012, 1), FJ 6), por lo que la fiscalización de este Órgano 

constitucional es ‘un control externo, en el sentido de que debe verificar, pero no sustituir, el 

juicio político o de oportunidad que corresponde al Gobierno’ (STC 182/1997, de 28 de 

octubre (RTC 1997, 182), FJ 3)”. Ese control externo se concreta en la comprobación de que 

el Gobierno ha definido, de manera “explícita y razonada”, una situación de extraordinaria y 

urgente necesidad (TC 137/2011, de 14 de diciembre (RTC 2011, 137), FJ 4), que precise de 

una respuesta normativa con rango de ley, y, además, que exista una conexión de sentido 

entre la situación definida y las medidas adoptadas para hacerle frente (por todas, SSTC 

29/1982 (RTC 1982, 29) , FJ 3, y 70/2016, de 14 de abril (RTC 2016, 70) , FJ 4), de manera 

que estas “guarden una relación directa o de congruencia con la situación que se trata de 

afrontar” (STC 182/1997 (RTC 1997, 182), FJ 3). 
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Con respecto al primero de estos aspectos -la definición de la situación de urgencia-, de 

acuerdo con la STC 12/2015 (RTC 2015, 12), debemos reiterar que “nuestra doctrina ha 

precisado que no es necesario que tal definición expresa de la extraordinaria y urgente 

necesidad haya de contenerse siempre en el propio Real Decreto-ley, sino que tal presupuesto 

cabe deducirlo igualmente de una pluralidad de elementos. A este respecto, conviene 

recordar que el examen de la concurrencia del citado presupuesto habilitante de la 

‘extraordinaria y urgente necesidad’ siempre se ha de llevar a cabo mediante la valoración 

conjunta de todos aquellos factores que determinaron al Gobierno a dictar la disposición legal 

excepcional y que son, básicamente, los que quedan reflejados en la exposición de motivos 

de la norma, a lo largo del debate parlamentario de convalidación, y en el propio expediente 

de elaboración de la misma (SSTC 29/1982, de 31 de mayo, FJ 4; 182/1997, de 28 de octubre, 

FJ 4; 11/2002, de 17 de enero (RTC 2002, 11), FJ 4; y 137/2003, de 3 de julio (RTC 2003, 

137), FJ 3)” (FJ 3). 

Por lo que atañe al segundo -la conexión de sentido o relación de adecuación entre la 

situación de urgente necesidad definida y las medidas adoptadas para hacerle frente- este 

Tribunal ha hecho uso de un doble criterio “para valorar su existencia: el contenido, por un 

lado, y la estructura, por otro, de las disposiciones incluidas en el Real Decreto-ley 

controvertido. Así, ya en la STC 29/1982, de 31 de mayo, FJ 3, excluimos a este respecto 

aquellas disposiciones ‘que, por su contenido y de manera evidente, no guarden relación 

alguna, directa ni indirecta, con la situación que se trata de afrontar ni, muy especialmente, 

aquéllas que, por su estructura misma, independientemente de su contenido, no modifican de 

manera instantánea la situación jurídica existente’ (STC 39/2013, de 14 de febrero, FJ 9)”. 

(STC 12/2015, FJ 3). 

En definitiva, nuestra Constitución se ha decantado por una regulación de los decretos-

leyes flexible y matizada que, en lo que ahora estrictamente interesa, se traduce en que “la 

necesidad justificadora de los decretos-leyes no se puede entender como una necesidad 

absoluta que suponga un peligro grave para el sistema constitucional o para el orden público 

entendido como normal ejercicio de los derechos fundamentales y libertades públicas y 

normal funcionamiento de los servicios públicos, sino que hay que entenderlo con mayor 

amplitud como necesidad relativa respecto de situaciones concretas de los objetivos 

gubernamentales que, por razones difíciles de prever, requieren una acción normativa 

inmediata en un plazo más breve que el requerido por la vía normal o por el procedimiento de 

urgencia para la tramitación parlamentaria de las leyes” (STC 6/1983, de 4 de febrero (RTC 

1983, 6), FJ 5; más recientemente, en términos sustancialmente idénticos SSTC 137/2011 

(RTC 2011, 137), FJ 4, y 183/2016, de 13 de noviembre (RTC 2016, 183), FJ 2). 

Además, el Alto Tribunal ha sostenido que, al efectuar “la valoración conjunta de 

factores que implica el control externo del presupuesto que habilita a acudir al Decreto-ley, 

un factor importante a tomar en cuenta es el menor tiempo que requiere tramitar un 

proyecto de ley en una Cámara autonómica (dado su carácter unicameral, así como su más 
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reducido tamaño y menor actividad parlamentaria, en comparación con la que se lleva a cabo 

en las Cortes Generales), pues puede hacer posible que las situaciones de necesidad sean 

atendidas tempestivamente mediante la aprobación de leyes, decayendo así la necesidad de 

intervención extraordinaria del ejecutivo, con lo que dejaría de concurrir el presupuesto 

habilitante” (STC 157/2016, de 22 de septiembre (RTC 2016, 157), FJ 5, con cita de otras)». 

2. Trasladada esta doctrina al presente Decreto-Ley, en la medida en que se 

trata de una modificación puntual del DL 6/2020 en lo relativo a la flexibilización de 

la PCI para abordar la emergencia social consecuencia del estado de alarma 

ocasionada por la pandemia relacionada con el COVID-19, es indudable la 

concurrencia de ese presupuesto de hecho, sin perjuicio de que se aproveche 

también dicha modificación para rectificar errores materiales que pudieran haberse 

resuelto a través de la técnica de la corrección de errores. 

Así, existe una definición de la situación de urgencia de manera «explícita y 

razonada» –la detección de errores en el DL 6/2020- que precisa de una respuesta 

normativa rápida con el mismo rango de Ley, situación que únicamente se puede 

solventar recurriendo de nuevo a la legislación de urgencia. 

En cuanto a la conexión de sentido o relación de adecuación entre la situación 

de urgente necesidad definida y las medidas adoptadas para hacerle frente, el 

contenido del Decreto-Ley guarda estrecha relación con la situación -antes definida- 

que trata de afrontar, ya que se subsanan esos errores con la modificación de los 

preceptos en los que se encuentran. 

En consecuencia, en el presente caso está plenamente justificada la 

concurrencia de ese presupuesto habilitante que faculta al Gobierno de Canarias a 

dictar decretos-leyes. 

VII 
Sobre el ámbito material del Decreto-Ley. 

El art. 46 EAC excluye que los decretos-leyes puedan afectar a determinados 

supuestos: leyes de presupuestos de la Comunidad, instituciones autonómicas, los 

que requieran mayoría cualificada, o la regulación esencial de los derechos 

establecidos en el propio EAC. 

En el caso que nos ocupa, habiendo comprobado en el DCC 103/2020, de 8 de 

mayo, que el DL 6/2020 no supone una regulación esencial de la PCI, sino que adopta 
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medidas de flexibilización en la tramitación durante el estado de alarma, no 

podemos sino afirmar lo mismo respecto al DL 9/2020 que lo modifica puntualmente. 

VIII 
Sobre el contenido del DL 9/2020. 

1. En cuanto a su adecuación al parámetro de constitucionalidad aplicando el 

canon de razonabilidad, proporcionalidad y adecuación establecido por el TC, la 

regulación contenida en el DL 9/2020, dada su concreta finalidad, se entiende 

proporcionada a la excepcionalidad de la legislación de urgencia. 

Como afirma la exposición de motivos, el presente Decreto-Ley representa un 

instrumento constitucional y estatutariamente lícito, en tanto que pertinente y 

adecuado para la consecución del fin que justifica la legislación de urgencia, que no 

es otro, tal como reiteradamente ha exigido nuestro Tribunal Constitucional, que 

subvenir a una situación concreta (la existencia de errores en la normativa vigente), 

que por razones difíciles de prever requiere una acción normativa inmediata en un 

plazo más breve que el requerido por la vía normal o por el procedimiento de 

urgencia para la tramitación parlamentaria de las Leyes. 

Además, las medidas contenidas en el DL 9/2020 cumplen las tres condiciones 

siguientes: son medidas adecuadas para alcanzar el fin constitucionalmente legítimo 

perseguido, en la medida en que van dirigidas a corregir los errores detectados en un 

DL anterior; las medidas son, además de idóneas, necesarias, en el sentido de que no 

son lesivas para la consecución de tal fin (juicio de necesidad), antes al contrario y, 

por último, las medidas idóneas y no lesivas son ponderadas o equilibradas, pues su 

aplicación otorga beneficios o ventajas para el interés general sin que se aprecie la 

existencia de perjuicios sobre otros bienes o intereses en conflicto (juicio de 

proporcionalidad en sentido estricto). 

En definitiva, el DL 9/2020 se adecua a su parámetro normativo de referencia, 

constituido por la CE y el EA, sin perjuicio de las observaciones sobre determinados 

aspectos que se realizan a continuación: 

2. Observaciones a la parte dispositiva. 

El artículo único consta de dos apartados: 

El uno modifica el art. 6 del DL 6/2020, para corregir el error de la referencia al 

art. 15 del propio DL, que debió ser el 14, tal como advertimos en el Dictamen 

103/2020. 
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El dos modifica los apartados 1 y 2 del artículo 11 que quedan con la siguiente 

nueva redacción: 

«1. Las solicitudes de la PCI que se hallen sin resolver, serán resueltas favorablemente 

siempre que cumplan con los requisitos siguientes: 

a) Hayan sido registradas por los ayuntamientos en la aplicación informática de gestión 

de la PCI de la Dirección General de Derechos Sociales e Inmigración a la fecha de entrada en 

vigor de este decreto ley. 

b) Estén pendientes de resolución. 

c) Cuenten con informe favorable emitido por los servicios sociales municipales y 

registrado en la aplicación correspondiente. 

d) Para la determinación de los requisitos y carencia de recursos económicos se estará a 

lo dispuesto en el artículo 7.1. 2º y artículo 8 de la Ley de la PCI. 

2. La Consejería de Derechos Sociales, Igualdad, Diversidad y Juventud comprobará la 

suficiencia económica de dichas solicitudes de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 9 y 10 

del Reglamento de la PCI». 

La regulación anterior era la que sigue: 

1. Las solicitudes de la PCI resueltas durante el estado de alarma no tendrán en cuenta 

los requisitos establecidos en la Ley de la PCI y serán resueltas favorablemente siempre que 

cumplan con los requisitos siguientes: 

a) Hayan sido registradas por los ayuntamientos en la aplicación informática de gestión 

de la PCI de la Dirección General de Derechos Sociales e Inmigración a la fecha de entrada en 

vigor de este decreto ley. 

b) Estén pendientes de resolución. 

c) Cuenten con informe favorable emitido por los servicios sociales municipales y 

registrado en la aplicación correspondiente. 

d) Cumplan con lo dispuesto en el artículo 3. 

2. La Consejería de Derechos Sociales, Igualdad, Diversidad y Juventud comprobará el 

cumplimiento de tales requisitos de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 9.1 de este 

decreto ley. 

Así pues, en el apartado 1 se modifican dos aspectos: se sustituye el término «resueltas» 

por la expresión «que se hallen sin resolver» y se modifica el apartado d), que antes exigía 

para la obtención de la prestación canaria de inserción (PCI), el cumplimiento de los 

requisitos del art 3 (precepto que a su vez regula los requisitos para la obtención del Ingreso 

Canario de Emergencia (ICE)). 
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La sustitución de la expresión «resueltas» por la de «pendientes de resolver» -en 

consonancia también con lo dictaminado por este Consejo Consultivo- convierte en reiterativo 

el requisito previsto en al apartado 1.b): «estén pendientes de resolución», pues éste es 

condición previa para acceder al procedimiento que regula el precepto. 

Por otra parte, en el Dictamen 103/2020 expusimos que el precepto no 

establecía los criterios para determinar quiénes pueden acogerse al ICE del Capítulo I 

del Título I del DL y quiénes al procedimiento excepcional del art. 11 del DL, y que 

para garantizar la seguridad jurídica, el precepto debería advertir que, si bien para 

aquellas solicitudes de PCI que reúnan los criterios previstos en la LPCI, se 

mantendrán los criterios de obtención previstos en la ley, durante el estado de 

alarma se establece un procedimiento extraordinario de acuerdo con los criterios 

expuestos. 

La modificación que introduce ahora el apartado 1.b) aporta coherencia al 

procedimiento, pues distingue entre los requisitos que se exigen para la obtención 

del ICE de los exigidos para la obtención de la PCI, que en la anterior redacción se 

confundían, permitiendo que con un mismo procedimiento se obtuvieran dos 

prestaciones distintas y provocando la incoherencia de todo el texto normativo. 

También advertimos que en el apartado 1, pese a que la letra c) exigía que las 

solicitudes cuenten con informe favorable emitido por los servicios sociales 

municipales y registrado en la aplicación correspondiente, no se señalaba de acuerdo 

con qué criterios. Cierto es que la exposición de motivos del DL 6/2020 explica que 

«de manera excepcional, y por causas objetivamente justificadas en el expediente 

por los servicios sociales de atención primaria mediante el correspondiente informe 

social, podrán ser beneficiarias de la ayuda PCI aquellas personas que constituyan 

unidades de convivencia en las que, aun no cumpliendo todos los requisitos 

enunciados en los apartados 1 y 2 del artículo 7 de la Ley de la PCI, concurran 

circunstancias que las coloquen en situación de extrema necesidad como 

consecuencia de la situación de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, por 

carecer de recursos económicos suficientes para subsistir», pero ese criterio debe 

contenerse en la parte dispositiva del DL. 

Por su parte, en el apartado 2 se corrige el reenvío a los preceptos de la LPCI, 

sustituyendo la referencia al art. 9.1 por los arts. 9 y 10. 

Por lo demás, las modificaciones operadas son congruentes con las razones 

explicitadas en la exposición de motivos. 
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C O N C L U S I O N E S  

1. La Comunidad Autónoma ostenta competencias para regular el objeto del 

Decreto-Ley 9/2020, de 7 de mayo, de modificación del Decreto-Ley 6/2020, de 17 

de abril, de medidas urgentes de carácter social dirigidas a las personas en situación 

de vulnerabilidad como consecuencia de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-

19. 

2. Se aprecia la existencia de extraordinaria y urgente necesidad que habilite la 

aprobación del Decreto-Ley. 

3. En cuanto al contenido del Decreto-Ley, se adecua a su parámetro normativo, 

constituido por la Constitución y el Estatuto de Autonomía. 
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